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1.- VISTOS 

Corresponde a la Sala desatar el  recurso de apelación interpuesto por el interno JUAN FRANCISCO BOLÍVAR contra el auto interlocutorio proferido el doce (12) de agosto del presente año por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual se le negó petición de acumulación jurídica de penas y libertad.
2.- PROVIDENCIA 

El señor Juez de primer grado concluyó que no era procedente acceder a las pretensiones del interno por las siguientes razones:

En cuanto a la acumulación jurídica de penas, porque no era pertinente acumular las condenas que se habían impuesto al señor JUAN FRANCISCO BOLÍVAR, dado que dentro del proceso cuya pena allí se vigilaba  por acto sexual violento y hurto calificado donde se le impuso doce (12) años y seis (6) meses de prisión, se le había concedido la libertad condicional desde el pasado veintiocho (28) de abril de este año. Lo anterior, por consistir la otra condena que le impusiera el Juzgado Octavo Penal Municipal de Ibagué, en treinta y seis (36) meses de prisión que actualmente descontaba.

Frente a la suspensión condicional de la pena, que el Juzgado Octavo Penal Municipal de Ibagué había hecho un estudio serio y llegó a la conclusión que no era merecedor de tal beneficio, acotando incluso, que compartía en su integridad tal criterio y por ello no se pronunciaría al respecto.

En lo que hacía referencia con la libertad condicional, verificó el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 64 del Código Penal y dedujo que el señor BOLÍVAR apenas llevaba en detención física desde el dos (2) de mayo hasta esa fecha, tres (3) meses y once (11) días.  

3.-  RECURSO

Afirma el recluso que se le está perjudicando en su libertad e integridad moral al no poderse reactivar en la vida civil y social, que es consciente de las condenas que se le impusieron, una de doce (12) años y seis (6) meses por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Ibagué, y la otra, de treinta y seis (36) meses de prisión por cuenta del Juzgado Octavo Penal también de esa ciudad, lo cual sumaba un total de quince (15) años y seis (6) meses de prisión.

Aduce que en varias ocasiones solicitó la acumulación de las dos (2) penas, incluso, que envió dos (2) solicitudes con un mes de diferencia, donde pedía la acumulación de las penas y la libertad condicional y al serle concedida esta última se sintió muy feliz, para pasar a sentirse triste cuando posteriormente se le comunicó que continuaba detenido por cuenta del Juzgado de Ejecución de Penas de esta capital, en virtud del otro proceso que se le había adelantado.

Manifiesta que todo acto humano se puede corregir cuando se presenta un error y alude que instauró una acción de tutela para que se reconociera el error administrativo que los juzgados de Ibagué cometieron contra él y cuyo resultado fue negativo al considerarse por parte del Tribunal Superior de Pereira que existía otro medio de defensa judicial
; sobre lo cual dice que no pretendía establecer un conflicto jurídico o de instituciones sino hacer valer sus derechos constitucionales y legales al debido proceso.

Destaca que desde que estaba en la Penitenciaría de la Dorada (Cds.) está solicitando un abogado de oficio y hasta la fecha no había recibido la asesoría de un profesional del derecho, razón de ser de los errores jurídicos que ha cometido sin mala intención; además, que durante los 100 meses que ha estado detenido (detención física y redención) ha tenido conducta ejemplar y no presenta problemas con sus compañeros internos.

4.-  SE CONSIDERA

Desde el punto de vista jurídico, no admite reparo la decisión tomada por el Juzgado de instancia, habida cuenta de no poderse en este momento de manera normal, producirse la acumulación jurídica de penas, dado que al ser beneficiado el señor BOLÍVAR con la libertad condicional, no podría hacerse la sumatoria de penas, pues serían incompatibles entre sí, por consistir la una en un beneficio liberatorio mientras la otra, conlleva la detención intramural. 

Empero, la situación que ahora nos convoca tiene unas connotaciones particulares que conllevan un estudio concienzudo con miras a determinar qué es lo que en últimas resulta más favorable para el interno, dentro de los parámetros legales.  Vale la pena entonces, traer a colación reciente pronunciamiento donde esta Sala al analizar asunto de ribetes semejantes, con ponencia de quien ahora cumple igual función, dijo: 

Aquí lo importante no consiste simplemente en comparar la situación del penado con la hipótesis legal contenida en el artículo 470 del C. P. P., tal como lo hiciera el señor Juez de ejecución de penas, porque así desde un punto de vista exegético se darían los requisitos normativos para aplicar la acumulación; debe ampliarse el panorama y debe también entrar a formar parte de la fundamentación de la decisión el principio de favorabilidad, es decir, constatar que la determinación que se toma, de verdad sea benéfica para el penado, pues no otra fue la razón para el establecimiento de esa figura por parte del legislador.

No puede desconocer la Sala que las dos sanciones que ahora afronta el señor JUAN FRANCISCO BOLÍVAR, por así decirlo, son de vieja data, como quiera que la que le implicó una reclusión física de más de cien (100) meses y dentro de la cual obtuvo la libertad condicional se remonta al año 1999; y la otra, fue proferida en el año 2001. Además, que los efectos de ambas providencias coexistieron durante un buen período de tiempo durante el cual era perfectamente posible que se contemplara la posibilidad de aplicar la figura ahora solicitada por el interno.

Incluso, si se hubiera producido la remisión del proceso por parte del Juzgado Octavo Penal Municipal de Ibagué (Tol.) antes de otorgarse la libertad condicional, como era lo esperado, el Juzgado de primer grado se hubiera pronunciado en mejor forma sobre la procedencia o no de la acumulación jurídica de penas.

Con ese panorama en mente, debe la Sala echar mano de la disposición constitucional contenida en el artículo 228, para hacer prevalecer el derecho sustancial sobre el formal, dado que lo que está en juego es un derecho fundamental como la libertad, por cuanto la no acumulación jurídica de penas acarrea al señor BOLÍVAR una permanencia en detención del orden de los treinta y seis (36) meses, que de otra manera habría podido verse ostensiblemente reducida y seguramente redundaría en el proceso de resocialización que ha emprendido el recluso, quien afirma tener conducta ejemplar en el centro de reclusión y haber permanecido alejado de problemas.

Así las cosas, prolongar su detención frente a la convicción interna que el recluso tiene sobre haber perdido la oportunidad de ver disminuida su pena debido a la ausencia de diligencia en los trámites pertinentes que debieron hacer los juzgados involucrados, sería un factor negativo que rompe abruptamente la confianza que debe ostentar la Administración de Justicia. 

En esas condiciones, es un hecho cierto que la tardanza en el envío del proceso por parte del despacho de la ciudad de Ibagué, produjo unos efectos negativos en la situación del recluso, que este no estaba obligado a soportar, mucho menos cuando ellos se refieren a la limitación de su libertad de locomoción, sobre la cual existe una buena posibilidad de ser reducida en caso de comprobarse que puede acceder a la figura de la acumulación jurídica de penas.

Estima la Sala entonces, que es inevitable la confirmación de la decisión impugnada, por ser consistente con la realidad jurídica que en este momento afronta el sentenciado; pero, se dispondrá que el Juzgado Primero de Ejecución de Penas solicite el proceso en el cual concedió la libertad condicional y vuelva a estudiar la procedencia de la acumulación jurídica de penas, sin que para su negación pueda esgrimirse la situación de libertad condicional que ostenta el señor BOLIVAR, porque como ha quedado dicho, la mora en el envío del otro proceso no puede de ninguna manera ser factor que entre a provocar efectos más negativos al impugnante. De ser necesario, podrá decretarse la nulidad del auto por medio del cual se le concedió el beneficio liberatorio, siempre y cuando tal determinación implique un tratamiento más favorable para el señor BOLÍVAR.

Se hace claridad, que no es posible por parte de la Sala asumir directamente un pronunciamiento sobre el punto, toda vez que en este momento, por información recibida de parte del Juzgado de primer grado, no se cuenta con uno de los expedientes objeto de análisis, concretamente el adelantado por Hurto y Acto Sexual Abusivo en donde se profirió condena por doce (12) años, seis (6) meses de prisión, al ser enviado a su similar en Ibagué como consecuencia de la concesión del subrogado de la Libertad Condicional. Se garantiza de este modo, igualmente, el principio de la doble instancia en la determinación que a continuación se debe adoptar.

5.- DECISIÓN  

Con las anteriores motivaciones, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, 

RESUELVE:

Primero: CONFIRMA  el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada.

Segundo: SE DISPONE que previa obtención del proceso dentro del cual se le concedió la libertad condicional al señor JUAN FRANCISCO BOLÍVAR, se vuelva a estudiar la solicitud de acumular jurídicamente las penas que soporta, sin que para su negación pueda incidir el hecho de estar en este momento disfrutando de libertad condicional en lo que hace a tal actuación.

CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                 VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala           
� Cfr. Fallo de tutela del 31-08-2005 Rad. 6600122040002005-00061-00 M.P. Jorge Arturo Castaño Duque


� Auto de segunda instancia del 08-07-2005 Rad.660013187002-2005-00321-01. En esa ocasión la situación consistió en que se había acumulado una pena de treinta y ocho (38) meses de prisión sin concesión de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, con otra de catorce (14) meses de prisión, en la cual se había otorgado el subrogado; situación que a todas luces era desventajosa para el interno.
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